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RECURSO 197/2026 
RESOLUCIÓN 198/2026 
 
 
Resolución 198/2026, de 13 de agosto, del Tribunal Administrativo 
de Recursos Contractuales de Castilla y León, por la que se inadmite 
el recurso especial en materia de contratación interpuesto por la 
residencia de la tercera edad San Juan Bautista, S.L. frente al 
Acuerdo del Pleno del Ayuntamiento de Lubián (Zamora) de 17 de 
julio de 2026, por el que se adjudica el contrato de concesión de 
servicios para la gestión integral de la Residencia para Personas 
Mayores de la localidad, expediente 96/2025. 
 

 
I 

ANTECEDENTES 
 
Primero.- Mediante Decreto de la Alcaldía del Ayuntamiento de Lubián 

de 17 de julio de 2026 se adjudica el contrato de concesión de servicios para 
la gestión integral de la Residencia para Personas Mayores de la localidad, 
expediente 96/2025 

 
Segundo.- El 10 de agosto la residencia de la tercera edad San Juan 

Bautista, S.L., interpone recurso especial en materia de adjudicación frente a 
dicha adjudicación. 

 
Sostiene a grandes rasgos la infracción del artículo 145 de la Ley 

9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público (LCSP) y la 
vulneración de los principios de igualdad y concurrencia, así como la ilegalidad 
de los criterios de adjudicación “c5, c6 y c7 por confundir solvencia con 
criterios de valoración”. 

 
Además, alega arbitrariedad, desproporción, incongruencia en la 

valoración de los criterios del sobre c, y nulidad radical del procedimiento por 
vulneración de los límites temporales máximos establecidos en el artículo 29 
de la LCSP. 

 
Finalmente se refiere a la nulidad radical de las actuaciones por 

infracción de los límites de representación política (exceso de un tercio) y 
vulneración flagrante del principio de idoneidad y profesionalidad técnica en 
las vocalías (disposición adicional segunda de la LCSP). 
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Tercero.- Se ha recibido en este Tribunal el expediente y un informe 
del órgano de contratación en el que solicita la inadmisión, y subsidiariamente 
la desestimación del recurso. 

 
 

II 
FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 
Único.- De conformidad con lo previsto en el artículo 46.1 de la LCSP, 

corresponde al Tribunal Administrativo de Recursos Contractuales de Castilla 
y León resolver los recursos especiales en materia de contratación que se 
interpongan frente a los contratos y los actos que sean susceptibles de 
impugnación por esta vía especial. La competencia de este Tribunal viene 
determinada también por el artículo 59 de la Ley 1/2012, de 28 de febrero, de 
Medidas Tributarias, Administrativas y Financieras. 

 
El recurso se ha interpuesto contra la adjudicación de un contrato 

calificado por el PCAP como una concesión de servicios y cuyo valor estimado 
asciende a 242.000 euros.  

 
El artículo 44.1 de la LCSP dispone que “Serán susceptibles de recurso 

especial en materia de contratación, los actos y decisiones relacionados en el 
apartado 2 de este mismo artículo, cuando se refieran a los siguientes contratos 
que pretendan concertar las Administraciones Públicas o las restantes entidades 
que ostenten la condición de poderes adjudicadores: (…) c) Concesiones de 
obras o de servicios cuyo valor estimado supere los tres millones de euros 
(…)”. 

 
Pues bien, en este caso la recurrente no ha cuestionado en ningún 

momento la figura jurídica de la concesión de servicios, a la que ha acudido el 
órgano de contratación. 

 
El artículo 15 de la LCSP dispone al respecto: 
 

“1. El contrato de concesión de servicios es aquel en cuya virtud 
uno o varios poderes adjudicadores encomiendan a título oneroso a una o 
varias personas, naturales o jurídicas, la gestión de un servicio cuya prestación 
sea de su titularidad o competencia, y cuya contrapartida venga constituida 
bien por el derecho a explotar los servicios objeto del contrato o bien por dicho 
derecho acompañado del de percibir un precio. 
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»2. El derecho de explotación de los servicios implicará la 
transferencia al concesionario del riesgo operacional, en los términos señalados 
en el apartado cuarto del artículo anterior”.  

 
Y el artículo 14.4 establece:  
 

“El derecho de explotación de las obras, a que se refiere el 
apartado primero de este artículo, deberá implicar la transferencia al 
concesionario de un riesgo operacional en la explotación de dichas obras 
abarcando el riesgo de demanda o el de suministro, o ambos. Se entiende por 
riesgo de demanda el que se debe a la demanda real de las obras o servicios 
objeto del contrato y riesgo de suministro el relativo al suministro de las obras 
o servicios objeto del contrato, en particular el riesgo de que la prestación de 
los servicios no se ajuste a la demanda. 

 
»Se considerará que el concesionario asume un riesgo operacional 

cuando no esté garantizado que, en condiciones normales de funcionamiento, 
el mismo vaya a recuperar las inversiones realizadas ni a cubrir los costes en 
que hubiera incurrido como consecuencia de la explotación de las obras que 
sean objeto de la concesión. La parte de los riesgos transferidos al concesionario 
debe suponer una exposición real a las incertidumbres del mercado que implique 
que cualquier pérdida potencial estimada en que incurra el concesionario no 
es meramente nominal o desdeñable”. 

 
Hay que tener en cuenta que al contrato de concesión de servicios le 

será de aplicación, de forma supletoria, la regulación establecida en la LCSP 
respecto al contrato de concesión de obras, siempre que resulte compatible 
con la naturaleza de aquél (artículo 297). 

 
En el supuesto sometido a consideración, la propia memoria 

(documento 4 del expediente remitido) señala expresamente que “El contrato 
se califica como concesión de servicios (art. 15 LCSP), dado que se transfiere 
al contratista el riesgo operacional. La explotación se otorga a "riesgo y 
ventura" del concesionario, quien asume la incertidumbre de la ocupación y la 
explotación económica. Además, al incluir la obligación del concesionario de 
realizar obras de adecuación e inversiones significativas en equipamiento 
inicial (mobiliario, instrumental, etc.) para la puesta en marcha, se contempla 
la figura de gestión de obra y servicio público para justificar el plazo de 
amortización”. 
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Por su parte, el informe económico exigido por la LCSP, como actuación 
preparatoria de la concesión de servicios en su artículo 284.2y que figura como 
documento 6 del expediente, se pronuncia en los siguientes términos: 

 
“El contrato se califica como concesión de servicios (art. 15 LCSP), lo 

que implica la transferencia del riesgo operacional al contratista. El análisis de 
viabilidad se sustenta en los siguientes pilares: 

 
»3.1. Estructura de Ingresos (Régimen Tarifario): La retribución del 

concesionario provendrá directamente de las tarifas abonadas por los usuarios. 
Se han aprobado unas tarifas máximas que garantizan el equilibrio económico, 
permitiendo al mismo tiempo el acceso a los vecinos. Los precios de referencia 
establecidos en el Pliego Administrativo son: 

 
»Residentes Válidos: 1.550 €/mes (habitación individual) / 1.500 €/mes 

(doble). 
 
»Residentes Asistidos (según grado): Desde 1.600 €/mes hasta 1.850 

€/mes para Gran Dependencia (Grado 3). 
 
»Centro de Día: Tarifas mensuales entre 750 € y 1.125 € según 

dependencia. 
 
»Estas tarifas son precios de mercado ajustados a los costes del sector, 

y susceptibles de revisión conforme al IPC, lo que asegura la suficiencia de 
ingresos para cubrir los costes de explotación. 

 
»3.2. Estructura de Costes y Obligaciones del Concesionario: El 

concesionario deberá asumir: 
 
»Gastos de Personal: Contratación de nuevo personal para cumplir con 

los ratios exigidos por la Junta de Castilla y León. 
 
»Mantenimiento y Suministros: El contratista será responsable del pago 

de agua, electricidad, calefacción y mantenimiento integral del inmueble y 
equipamiento. 

 
»Inversión en Equipamiento: Aunque el Ayuntamiento aporta el edificio 

y equipamiento inicial, el contratista deberá completar el mobiliario necesario 
según la Memoria Valorada de Equipamiento, estimada en 303.329 € (más 
IVA), así como las reposiciones futuras. 
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»3.3. Canon a favor del Ayuntamiento: Se establece un canon mínimo 
anual de 5.000,00 € a favor del Ayuntamiento. Este ingreso garantiza que la 
concesión no solo no supone un coste, sino que genera un retorno financiero 
para las arcas municipales. 

 
»3.4. Plazo de la Concesión: Se fija un plazo de 40 años. Este plazo 

dilatado se justifica conforme al artículo 29.6 de la LCSP para permitir al 
concesionario recuperar la inversión inicial en equipamiento y puesta en 
marcha, y obtener un retorno razonable de la inversión mediante la 
explotación del servicio”. 

 
Teniendo en cuenta lo anterior, puede concluirse que sí existe riesgo 

operacional al transferirse el riesgo de explotación del servicio puesto que no 
está garantizado que, en condiciones normales de funcionamiento, el 
adjudicatario del contrato vaya a cubrir los costes en que haya incurrido como 
consecuencia de la prestación del servicio. 

 
La Junta Consultiva de Contratación Pública del Estado, en su Informe 

9/2015, tiene en cuenta la forma de retribución del contratista para calificar el 
contrato como de servicios en lugar de concesión de servicios, indicando que 
en el caso allí examinado “consta en la documentación aportada, -en el Pliego 
de Condiciones económico-administrativas-, que el abono del precio se hará 
por el Ayuntamiento al adjudicatario a plazos, de forma fija y predeterminada 
de antemano, de tal modo que el contratista no se retribuye con las ganancias 
que pueda obtener del público, sino con el precio que le pague directamente 
a él la Administración, teniendo en cuenta que es irrelevante en este contrato, 
que a los Festejos acuda mucho o poco público para que el contratista se 
retribuya, puesto que siempre va a cobrar el precio que le pague el 
Ayuntamiento. Ello significa que el contratista no asume el riesgo operacional 
de la actividad, lo que hace que el contrato no se pueda calificar como gestión 
de servicio público, en su modalidad de concesión, sino como contrato de 
servicios”. 

 
El órgano de contratación reconoce también en el informe al recurso 

que “no aporta subvención de explotación ni compromiso económico directo 
(presupuesto municipal asignado: 0,00 €)”.  

 
Por todo ello, y realizadas las referidas observaciones, debe inadmitirse 

el recurso presentado, de conformidad con el artículo 55.c) de la LCSP, al 
haberse interpuesto el recurso especial en materia de contratación contra 
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actos no susceptibles de impugnación de conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 44. 
 
 En su virtud y al amparo de lo establecido en los artículos 57 de la LCSP 
y 61 de la Ley 1/2012, de 28 de febrero, el Tribunal Administrativo de Recursos 
Contractuales de Castilla y León 

 
 

III 
RESUELVE 

 
Primero.- Inadmitir el recurso especial en materia de contratación 

interpuesto por la residencia de la tercera edad San Juan Bautista, S.L., frente 
al Acuerdo del Pleno del Ayuntamiento de Lubián (Zamora) de 17 de julio de 
2026 por el que se adjudica el contrato de concesión de servicios para la 
gestión integral de la Residencia para Personas Mayores de la localidad, 
expediente 96/2025 

 
Segundo.- Levantar la suspensión del procedimiento de contratación 

de conformidad con lo establecido en el artículo 57.3 de la LCSP 
 
Tercero.- Notificar esta Resolución a todos los interesados en el 

procedimiento. 
 
De conformidad con los artículos 59 de la LCSP y 46.1 de la Ley 

29/1998, de 13 de julio, de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa (LJCA), 
contra esta Resolución, ejecutiva en sus propios términos, solo cabe la 
interposición de recurso contencioso-administrativo en el plazo de dos meses, 
a contar desde el día siguiente a su notificación, ante la Sala de lo Contencioso-
Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León (artículo 
10.1.k LJCA). 
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